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IL ANTECEDENTES Y HECHOS DENUiN'C í A DOS

Como expuso en la denuncia la Presidencia de !a Deicnsoría del C onsuniidor, en ejercicio de lo

dispuesto en el artículo 58 letra f) de la Ley de Protección al Consiíiaidor LPC , el día 21/11/2021

se practicó inspección en el establecimiento denominado ''Almacenes Bomba

ubicado en.

Santa Tecla, propiedad de la proveedora denunciada Aimapa,

S.A.deC.V.

Como resultado de la diligencia tealizada se levantó el acta eorrespondieBte—^6.3— en !a cual se

consiano ijue se verificó la pruinoción c]ue se lee textualmente; ' ¡SOL i) Ii( PRhBOSiBL 4k,K sefunda

prenda con el 60% descuento BOMBA explosión de preeios bajos publicada en un banner publicitario
en el establecimiento. Según, se constató, la vigeneia era del 19/11/2021 al 21/1.1/2021. En la referida

acta de inspección se consignó que la vigencia se comunicaba verbalmente a los consumidores y no por
ios medios idóneos exigidos por la ley.

il. "infracción ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA LNFRACCIÓN.__

y

Z -Tal coniolmíiM^^ Inicio (fs. 6 y 7), se adujo que existe una contrave.nd6!i a lo

dispuesto en. el artíeuló 4 letra c) de la,LPC,-el cual establece que es un derecho básico de los:
consumidores recibir del proveedor la información completa, precisa, veraz, clara y oportuna que

determine las características de los productos y servicios a adquirir. Además, a kietra a) del artículo

16 de la LPC, al referirse a los requisitos de las promociones y ofertas, estípula que, entre otros aspectos,

debe tener la posibilidad de comprensión directa.

Tanibién, se a:fím.m una traiisgresión a lo regulado en el inciso primero del artículo 2 / de la L.P(.,,

en lo eoneemiente al derecho de mformación; en general, ¡as características de los bienes y servicios

puestos a disposición de tos cónsutriidores, deberán proporcionarse con información en casteílano, de
forma clara, veraz, mnipletay Oportuna

Además, en cuanto a la mforaiación de las promociones, el artículo 30 de la LPC determina:'

''Cuando se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, ios comerciantes estarán



úhiigadas a infbrmar al comumídor las condiciones, el precio íúial o los elemeniús que lo hagm

determinable, la dtíración de. las mismas, por cualquier media de publicidad o meSanie avisos o

carteles Jijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas ¿idheridas a los bienes

En relación con lo antes apiintEdo, el artículo 43 letra, n) de la LPC determina que eí realizar

promociones u ofertas especiales de bienes y servicios en eoniraveiioióo a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducta calificada com.o infracoióii grave, y de acuerdo eon el. artículo 46 de la misma normativa

se sancionaría con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

B. Con respecto a la .mencionada infracción^ este Tribu;naL en resolución promincíada el día

22/07/2020, en el procedimiento clasi.ficado b^o la referencia 2177-2019, ha afínnado que: 'Xa

naturaleza y esencia de las ofertas y promociones es reporiúr una ventaja comparativa al consumidor,

su carácter extraordinúrio es lo que permite que el campratior tenga un incentivo para llevar a cabo la

transacción''.

En ese seotido, las promociones y ofertas especíalas que se transmiten, a través de cualquier medio

publicitario,, tienen la finalidad de presentar los bienes o servicios en condiciones favorables para el

cónsumidor, induciéndolo a tomar determinada decisión con sentido de urgencia, bajo la parspectiva de

percibir una ventaja económica dentro da uo. tiempo imitado.

.  De lo anterior, se colige, que la LPC. busca regular que los proveedores consignen, en el medio

publicitario que se utilice para dar a conocer la promoción, u oferta, ma indicación ciara de la duración

p del tiempo en la que dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué proditctos o

servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad mmima de prodmtüs dispambles, si existen o no

restricciones, en qué consisten, y, en general, cualquier dato relevante previamente establecido, que

indique en qué condiciones será cumplida información. es de suma Importmicia para los

consumidores al momento de acceder a laptjmoción ú oferta.

En otros térm inos, la fiimlidad de la regulación en, el tema en cuestión tiene por objeto el minimizar

la desigualdad entre las partes intervlnieutes en la relación de eo.asii.:m.o -proveedor y consuoiidor- la

cual puede dejar a este uitimo en. una situación asimétrica y de desventaja al no ofrecerle la infermación

necesaria para que pueda tomar úna decisión íiifboiiada, es decir, considerando todos los elementos

iegalínente establecidos,.

.. En este punto,' este Tríbunarconsidera oportuno traer a cuenta, la resolución de fecha 13-03-2019

con referencia 7-2010 de la Sata de lo Contencioso Administrativo mi la que Qo.nsideró: ''El derecho de

consumo: parte de^ la necesidad.de proteger a las consumidores debido a la creciente vulneraMlidad de

éstos en ¡as relaciones generadas en la economía de mercado contemporánea

. Bh la iiiisma sentencia se estableció que: "La LPC. desarrolla m régimertcspecial de protección

sobre la base de las asimetrías económicas e informativas existentes entre las jmoveedúres de bienes y



servicios frente a los consumidores, estos últimos, enmarcadas en una natural y clara siluación de

desventaja mn réspecto a ios primeros

Es así que la referida Sala defme a la ?BÍiiietrfa mformativa como aquella característica intrimeca
de cualquier transacción económica, en tanto que siempre en un intercúrnbio de bienes y servicios haorú
un actor mejor informado que otro.

Del mismo modo, en sentencia definitiva del 8-07-2011 cotí: referencia 3 Í5-A-2004, emitida por la

Sala de lo Contencioso Administrativo defm.ió a la, asimetría iaforniativa coma un elemento intrínseco

de las relaciones contractuales entre productores o proveedores y comumidores, determina que en todo

caso el consumidor está sometido a una condición de vulnerabilidad que rebasa su autonomía >'

voluntad real para contratar, circunstancia que, en definitiva, jmtifica la aplicación de un principio
protectorio con el fin de restablecer el equilibrio contractual y asegurar el respeto de los derechos del
consumidor.

¡v'.' '"lídl^TECTÁCIÓ' DE LA 'PRO^EPOÍL\ "PENÍlNCIÁJDA

1

Se siguió el procedimiento consignado en los a:rtículos Í44-A y siguientes de la LPC, respetando la
garan.tia de audiencia y el derecho d,e defensa de la proveedora, quien, compareció mediante escrito de
fecha 02/10/2024 —folios 10 al 17—, por medio del cual evacuó la audiencia tíonferida en resolución
d,e micio y ejerció su derecho de defensa, sin adjuntar la documentación financiera requerida, alegando
e:o. sÍBtesi,s lo sigiiieote:

A. El apoderado de la denuneiada contestó la denuncia al egando que durante más de treinta y cuatro
meses hasta la fecha no se han emitido actos a.dmiriistra.tÍvos por parle de la Defensoría del Consimudor,
y dunaite diecisiete meses tampoco se habían emitido actos administrativos por parte del Tribunal
Sancíonador dé la Defensoría, y se trata de un supuesto hecho cometido en el año 2Ü2i, con plazos
excedidos que generan seguridad jurídica para el administrado. Que el proceso inició el 31/03/2023,
fecha que ha sido obtenida de la resolución de inicio, pues en la documetitación brindada a su
representada no consta el acuse de recibido de la denimcia en esa fecha; por lo tanto, no se tiene certeza
que efectivamente en esa fecha se presentó la denuncia, es claro que el procedimiento sancíonador
in„iciado de ofició íransGurrió más allá de los plazos de.la LPC y los aitículos §9 y 114 numero 2 de la
LP A, que son nueve meses cómo m,áxi,mo para resolver, pues ya transcurrierGri más de nueve meses.

Asimismo, señala que se alega la, prescripción de la Infracción al artículo 43 ,letra n) de la LPC por
la cual se ha miciado el presente proceso administrativo sancionador, ya que la LPA establece que el
plazo de prescripción de las infracciones comienza a contar desde el día siguiente al que se hubiere
cometido la infi-acdón en el artículo 149 LPA. Que el día 21/11/202! se realizó inspección en
«Almacenes Bomba , por lo que, el plazo de-prescripcióruie la infracción
debe computarse desde el día siguiente, es decir desde el 22/11/2021;; sin^mbar^ del 22/11/2021 ai



267oQ 2024 que st notificó el loicio ckl procesi^ adnimistrativo saiiciouador, han transcurrido 2 anos >

9 meses aproximadamente. Agrega que la iofracción por la cual se le ha iniciado un procedimieBto a su

representada, es la establecida en el artículo 43 letra n) de la LPC, y al ser tipificada como una infracción

grave le es aplicable lo establecido en el articulo I4S de la LFA, que estableca que el plazo de ̂

prescripción, da las infracciones graves es de dos años, los cnaíes liao excedido como ya se explicó Por

10 que dicha infracción se encuentra prescrita, y el Tribunal Saxicioaador se encuentra materialmente

impedido para iniciar proceso administrativo sancionadot por la conducta atribuida a su representada.

Finaliiirente, acota que ha quedado demostnido que la promoción sí cumplió con las .normas legales

y que, por lo tanto, no se ha. incumplido el artículo 4.3 letra n) de la LPC, por lo que. no ha sido p'osible

demostrar en este proced.imi.e.:o.to saac.io.nador la supuesta. co.n.diicta hifi^ictora. Adicionalmente., en la

denuncia, no se ha de.mostrado que su represeotada hubiera realizado una conducta iiifractom, así que.,

no existe ni antyuridicidad, ni tipicidad en la conducta relacionada, y lo procedente es absolver de

cualquier responsabiiidad .administrativa. Además, maEifiestaque la denuncia tiene fecha de elaboración

el 31/03/2923, pero no se puede m.ferir que en esa fecha se presentó d.ebido a. que. en el auto de inicio

del p.roceso se establece que el 17/05/2023 fue presentado, y debafo de la última página de la denuncia

dice 'Tor conducto oficial .interno; expediente administrativo No SS 2423/2021 con 5 ft)l.íos'2 sin

establecer en un aoto ad;ro.in.i.strati.vo que d.é fe de forma transparetite y legal, en qué fecha se presentó

de la Presidencia al Tribunal Saocionador. .Así que, al no constar la fecha de acuse de recibido de la

presentación de la denuncia, se puede inferir que la denuncia nunca ftie presentada y que, por lo tanto,

la resolucióo. de las trece horas con cincuenta y se.b minutos del. día 30/0S/2024, que decreta el inicio

del proceso administrativo sancionador es ilegal por faltar elementos esenciales, artículos 26,36 letra b)

de la .LPA, porque se ha dictado prescindiendo del procedimiento legalmente establecido, y., por ande,

este proceso se debe de archivar,

B. .En relación, a los argumentos expuestos por el apoderado de la proveedora, este Tribun.al advierte:

L Respecto a la supuesta caducidad da! procedimiento, es preciso señalar que el. artículo 167 inciso

segundo de la. Ley de ?roc.edimíen.tos Administrativos -en adelante LPA™- establece que a ios

procedimientos ya miciados cmíes de la entrada en vigencia de esta Ley no les será de úpHcacfón la

misma-, rigiéndose por la normativa anterior; contrario serisu, todos los procedimientos que aún oo

hayan sido i.oiciados d.nraote la, vigencia de la reifetid.a ley le serán aplicados la misma.

Por otra parte, el artículo 163 de la LPA prescribe que la misma será aplicable iodos ios

proeedimientos admimsiraíivos, por tanto, quedan derogadas expresamente todas las Dispúsiciones

contenidas en Leyes Generales o Especíales que la cantraríen

Asimismo, el artículo 26 de la LPA. establece que Los actos administrativos prodiicirán sus efectos

desde q-ue se comuniqmn a los mieresados,..



AÜmis,~en tm precedente más recietste y a propósito de la revisión de la legalidad de actuaciones

emitidas por el Tribunal Sancionador, la Sala de lo Contencioso Administrativo -en adelante SCA-en
resolución de las quince horas y cincuenta y cuatro minutos de! 27/10/2020, en el proceso 166-2013, la
cual fue notificada al Tribunal Sancionador el día 5/03/2021, concluyó que la Administración Pública

que ejerce potestades sancionadoras tenía el plazo de un año contad© a partir de la uotificaciba del
: auto de inicio al presunto infractor para resolver el procedimiento administrativo sancionador.

Es decir, a partir de los relacionados precedentes jurisprudenciaies, la SCA ha determinado que el
Tribunal Sancionador de la Defensoria del Consumidor, debe de respetar el plazo máximo de

tramitación a partir de la notificación del aftto de iiiício^ de! precedimiento- saneionador para
resolver las Gontroversias: sometidas a su conoeioiieitto, por lo que, para el presente caso, conforme a las

disposiGÍones legales antes citadas y a la jurisprudencia de la SCA, resulta inaplicable lo prescrito en
el artículo 144 de la LPC, respecto al inicio del procedimiento saneionatorio.

Además, la niistna Sala ha establecido que no basta coa la em isión del acto administrativo por parte

de la adminisirmióm sino que el mismo debe ser notificado, debiendo la notificación reunir los
requisitos mínimos para cmipiir con su finalidad f comunicar el acto a los míeresados/qfectadosj y tui
revestir dé validez el acto emitido y la notificación en sí mismo (rc-cl-íción de las once horas cuarenta

y tres minutos del veintiséis de tebrero de dos mil veinte, en el pr^ceu con referencia 503-2013).
En el caso particular, se constata que el procedimiento sanci mádor con, feferencia 863-2023 inicio

eti fecha posterior a la entrada eo. vigencia de la LP.Á y que di.Gha regulación es aplicable de manera
directa, al referido procediinienlo. Además, que el Tribunal Sancionador pronunGio resolución mediante
la cual dio inicio al procedimiento administrativo sancionador el día 3,0/418/2024. .Del mismo modo, se
ha verifieado que la comunicación del auto de inicio a la proveedora denunciada .Almapa, S.A. de
C.V., fue rea]izad,a por medio de correo electrónico en fecha 26/09/2024,

En ese orden de ideas, de córifonnidad con los lineamientos establecidos por la SCA, el conteo del
plazo de la, preseripoión del procedimiento (caducidad) debe realizarse a partir d,el día en que se haya
realizado la notificación del auto de inicio al presunto infractor.

• Así, dado que el reférkíó acto de Gomunícación, procesal qtie se veri,ficó respecto de la
proveedora Almapa, S.A. de G.V., fue efectivo eidía 26/09/2024, según, la aplicación del artículo 89 de
la LP,A el procedimiento sancionador debe finalizar, a más tardar, míe ve meses después, es decir, el
26/06/2025.

Por tanto, el Tribunal Sancionador comprueba que a la fecha de notificación de la resoiiicion de
inicio a lá proveedora denunciada Almapa, S ,A. de C.V., no se ha superado £l^ plazo máximo ác i,me\w
meses pam regolver el prócedimiento adininistrativG sancionador, por lo que, no haj' violamoo al



principio de seguridad jurídica de la denunciada y se declara sin lugar la .mpuesia cachAcidací de!

procedimímio alegada.

2» Asimismo, respecto de la prescripción alegada resulta aplicable lo previsto eo el artículo 148

inciso F de ia. LPA, en tanto establece: ''Lmpiazm de preseripeióu de.lm mfraeckmes y mMmm.es

serán Im que determijteM ías mrmas qm ias esíaBlezcurd^^ Esta disposicióo es de imporíanoia, pues

expresamente habilita la aplicación, de los plazos de prescripción establecidos en la LPC,

especfficainente en el artículo 1.07 (vigente al momento en que ocurrieron los hechos deonnciados) el

cual establece que '%m accioms para mterpomr denmcias por las infraccioms a la presente ley,

prescribirán en el plazo de tres años- contadas desde que se haya mctirrido en la snpuesta infracción

Es decir, el p.lazo ganeral establecido en taLPC para, el acaecimiento de la prescripción extintiva es.

de 3 años (artículo 107 de .ia I..PC vigente al momento e.n que ocurrieron, los hechos denaneiados); así,

para los efectos del conteo de! plazo para la referida figura procesal debe tomarse como parám.etro la

fecha en que acontacieroO:. ios hechos que lian dado lugar a k. aludida infracción. En ese sentido, la

conducta que ha. sido se.fia!ada como constitutiva de la infracción .imputada se realizó en fecha

21/11/2021,

De! mismo modo, el auto emitido por este Tribunal que dio inicio al presante procedi.oiieii.to

adininistrativo sancionador, ñie en fecha 3()/0:8/2024 y se tuvo por lega!m.e.nte notificado a la proveedora

denunciada el día 26/09/2024; es decir, dentro d.el plazo m.áxim:0 para emitir resoiiición de inicio —fres

años contados desde que se haya incurrido en !a supuesta infinccióo (21/11/2021 a 21/11/2024)- fecha

en que operaría la prescripción por ministerio de ley.

Por tanto, el Tribunal Sancionador comprueba que a la fecha de notificación de la resolución de

inicio a la proveedora. .Almapa, S,.A., de C.V.>, no se había superado el plazo máximo de tres años para

emitir resolucióo de inicio, por lo que, no ha. habido violación al principio de legalidad de la denunciada.

Finalmente, respecto a! argumento que :n.o se puede inferir la fecha da preseíitación de la. denuncia

por parte de la Presidencia de la Defensoría del Consumidor, debe aclararse que la denuncia fiie suscrita,

por el licenciado Ricardo .Arturo Salazar Villalta, Presidente de la Defensoría del Con.suniido:i; en fecha

31/03/2023., habiendo sido recibida por conducto oficial interno en el Tribunal Sancionador en fecha

17/05/2023, siendo esta última fecha en la que se eo.t.ie;nde presentada la denuncia ante este Tribunal,

V. HECHOS PROB^ABOS/VAmEAClÓN BE PRUEBA

.L De con.fo:rmidad. con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3'"^ de la Ley de Procedimientos

Administrativos., las pruebas oportunas, pertmentes y conducentes aportadas en el procedimiento, serán

valoradas con.fonn,e a las reglas de la sana crítica; a excepción de la prueba documeotal, la cual se

rea.iiza.rá eoo.forme ai valor tasado de la misma en el derecho co.món.

En ese sentido, la Sala, de lo Constitucional en la resolución final pronuo,cia.da en el proceso

acumulado con oúmero de referencia 23-2003/4l-20()3/50-2003/r7-2005/21-2005, de fecha



T8/0/2009, en lo que concierne ai valor tasado de las pruebas mencionó; ""Cuamd& ¡a 'utilización' de
la máxima de experiencia viene predeterminada par la narma procesal, hablamos del sistema de
voloracíén denommado prueba tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarfa legal, lo

que hace el legislador es proveer una de^ las máximas que deben integrarse al razonamiento probatario
del juez, como la premisa mayor del silogismo fundamental sobre cada medio de prueba el
kgiSladúr señala una lista de medim de prueba y a cada uña le asigna un determinada y precLw valor
prabaíario -certeza objetiva-; es deeir que, en este caso, amparado en la seguridad jurídica, el
legislador determina previamente la máxima de experiencia, mmque con distinta fuerza dependiendo
de lü prtwbú ds sb (Los rcssitEdos son niiosttos).

Dicho esto, el art. 106 inc. 6° de la LPA dispone: "Los documentos formalizados por los

funcionarios a ios que se reconoce la condición de autoridad y en los que, obseryandose los requisaos

legales correspondientes se recojan los hechos constatados par aquellos, harán prueba de estos salvo
que se acredite lo contrario".■

Además, el artículo 341 del Código Procesal Civil y Mercantil detenTiina el valor probatorio de los
mstrumentos, así: instrumentos pébñcos constituirán prueba Jehaciente de los hechos, actos o
estado de cosas que documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, asi como dei
fedatario o fimcionario que lo expide. Los mstrmnentos privados hacen prueba plena de su contenido
y otorgantes, si no ha sido impugnada su auteníieidad o ésta ha quedado demostrada. Si na quedo
demostrada tras la impugnacién,. los imtrumentús .se vahrarán conforme a las reglas de la sana
crfcm". (lx)s resaltados son nuestros).

Piaalinente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reíorzar lo estipulado en el derecho
cofflún al establecer: Zas actas mediante las cuales losfimcioimríos de la Defensoria hagan constar las
actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertimme y sufícient'e su
inexactitud ó falsedad. El mismo valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que emitan
ios fúncionariosY emqdeados de la Defensorlá, en el ejercicio áe sus funciones.

Así las cosas, para determinar los hechos probados Teiacionados con la comisión de la infracción
regulada en el artículo 431etra n) de la LPG, se seguirán las disposiciones citadas previamente.

2.Gonstan en el expediente administrativó. los siguientes medios de prueba:
■a).A.eta.N® 0002423 —fs, 3 y 4— de fecba 21/ll/2(m, por medio de la cual se establece que la

Defensoria de;l Cxonsurnidor realizó inspección, con el fm de verificar la proiiioción denominada "SOLO
HOY PREBOMBLACK segunda prenda con el 60% descuento BOMBA explosión de precios bajos ,
publioEdn. 611 iffl, bafíosf :piibl.iciterio ©n 6! ̂ stabtecliiiifeüto.

b) Impreslén de fotografías de los eiementos publicitarios que se identificaroa en el establecimiento
(folio 5 frente y vuelto), médiante las cuales se establece el medio de comunicación y el incumplimiento



de los requisitos legales niíoimos con que fue dada a cooocer a los consumidores la promoeióii que

textualrneute se lee: ''SOLO HOY P.REBOMBLACK segunda prenda con el 60% descuento BOMBA

explosión de precios bajos

En reiaciói! con ei iocumplimieBío mencíoaado previameiitej se puede destacar que al período de

vigencia no estaba detallado en la misma publicación- de la promocióti tii dentro del. establecimiento, y

se comimicaba -verbalBieiite a tos co-nsumidores y no por los medios idóneos exigidos por la ley.

YL .ANÁLISIS .DE LA CON FIGURACIÓN DE LA INFRACCIÓN

A. .Miora bien, este Tribunal estima conveniente realizar ciertas delimitaciones conceptuales en lo

que al tema d.e promoción, coocieme, y cuáles son las ci.rcunstariGÍas propias q-ue configuran ei

co.met.im.ien.to de la inffacción establecida en el artículo 43 letra n.) de la LPC.

Sobre el mismo, es importante señalar que, desda una perspectiva meramente jurídica,

específicamente en lo que a. derecho sancionatorio se, refiera, se abordarán la te.rnática de promoción,

Claro está, que dicho tópico puede ser abordado desde diversas áreas del. conocimiento; por lo que este

análisis no prete.ude i.n.iníscuirse en otro tipo de observ'ac.{on0s que m sean las estrictamente necesarias

para dotar de contenido jurídico a la regulación punitiva que efectúa la LPC,

En primer lugar, y desde una. perspectiva tradicional del. marketing, hay 4 componentes en la

d.ei-iom.i.oada mezcla del marketing, a saber: a) producto, b) precio, c) promoción y, d) dísíribución.

Ahora, dentro de la promoción se encuentra la publicidad y la promoción de ventas, (Kenneth E, Clow,

201Q)h En ese sentido, los artículos 16, 30 y 43 letra n) de la LPC se encuentran vinculados con. el

último concepto mencionado -promoción de ventas-.

IjiptomockM de vemím consiste en todos los incentivos offeeidos a los cllootes y miembros del

canal, para estimular las compras de productos, la cual adopta, dos formas: la promoción para,

consumidores y la promoción com.erclaL Para el caso que .nos conciame, ta promoción para

consumidores se .refíe.re a. los incentivos que se ofrecen directameote a los clientes existentes o a. ios

posibles clientes de la empmsa. La promoción para consumidores está dirigida a aquellos que realm.eute

usan ei producto, es decir, los usuarios finales. Una de^ las metas principales de un programa de

promociones dirigidas a los consiimidores es persuadirlos de dar el último paso y efectuar la co.iii.pra,

(Kannetfi E, Clow, 2010),

Asimismo, es importante señalar las dos categorías, más ganemles de proin,ociones para

consumidores, a saber: a) .las que se hacen.para fortalecer la franquici.a y b) las que se hacen para ge-óerar

V antas.

Para el análisis que co.iicierne a este procedimiento, las promociones que. se hacen para generar

ventas se centran en las wemtm iii.íii:edimtaa,. más que en el valor capitai de marca, o en. la lealtad, por

H. Clow, D, .B, (2010), Publicidad pmmoclény cammicacián integral m marketing. México: Pearsoo Hdu.cacíón,
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medio de descuentos^ eupones, reembolsos, deTOluciones, premios y otros incentivos. (Kenneth É.
C lew, 2010).

Por consiguiente, es desde esta perspectiva, premoción de venta, que deberán estudiarse ios

supuestos que dan cabida a la acción típica consignada en el artículo 43 letra n) de la LPC,

B, Delírnitado cojiceptualmente el ámbito de conoeimieato de ia infracción objeto de estudio,

corresponde ahora referirse a algunos de los supuestos determinados en la ley que dan origen a ia misma.
Antes de todo, es importante hacer la siguiente acotación: en rélación con las promociones y

ofertas, de acuerdo a la regulación contenida en la LPC, estas están sujetas a dos pri!icipio.s: ei de

veracidad y el de temporalidad. En ese orden de ideas, se ha venido sosteniendo que para que se tenga

por establecida ia configuración de la infracción prevista en el artículo 43 letra n) de ia .LPC, se debe
tener como premisa que la naturaleza, y esencia de las ofertas y promoci:0.o.es es reporta.r una ventaja
comparativa, al consumidór, y su: carácter extraor{lí.nario es lo que permite que el comprador tenga
u.n incentivo para ltevar a cabo la transacción. De esta manera, se ha entendido que no existe ninguna

ventaja si ios bienes son vendidos o los sendcios prestados en las condiciones habituales y, por ende, no
se estaría en presencia de una promoción y oferta.

Dicho lo anterior, ios artículos 16 y 30 de la LPC, principaltaente, determinan ios aspectos

obligatorios que los- proveedores deben informar ai momento de efectuar promociones y ofertas
especiales de bíe.nes o servicios.

En ese sentido, el artículo i6 establece lo siguiente:

''•Requisitos de las promociones y ofertas.

Art. Ifh- Todo proveedor al establecer las cMusidas, eondicíones o estipulacioms de Im

promociones y cfertas de bieties o servicios, y ios cláusvlas no negociadas 'mdivkhtalmente. relativas
a tales bienes o servicios, deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, , claridad, y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa;

h) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo que en todo caso,
exchdrá la utilización de cláusulas abiisivas; y

c) Nú condicionar la promoción u oferta a ia entrega o no del recibo, copia o documento que

acredite la operación.

En caso de duda sobre, el sentido dé ia promoción u oferta, se. entenderá a fdvor del

cúnsnmidóf''. ̂

Por su parte, el artículo 30 estipula;

"Información de promociones

Art. 30.- Cuando se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, los comerciantes
estarán: obligados a. informar al consumidor las condiciones, el precio total o los elementos queh



hagan determinable, la duración de las mismas, por cualquier medio- de publicidad, o medíante avisos

o carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a los bienes'i

De manara gaiieral, y sin qm ello comprenda todos los supuestos qm la ley y la casuística puedan

arrojar, se proceden a explicar los que en la praxis suelen darse coo. frecuencia. Posteriormente (C), se

harán las consideraciones necesarias en el caso concreto.

L En cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el. artículo 16 letra a) de la

LPC, según el cual: 'Todo proveedor a! establecer las clámulaSy condiciones o estípuiaciúnes de las

promocioms y ofertas de bienes y serincios (...) debe cumplir los siguientes requisiios: q) Concreción,

claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa

En línea con lo ao.teri.o.r, en cuanto a las condiciones aplicables a las promociones u ofertas

especiales, es importante considerar lo sosteBÍdo-po,r este Tribunai mediante la resolución de las 08:41

horas del día 06/01/2009, en relación, a la utilizacién de la frase "Restricciones aplican''; en la que señaló

puntualmente que ''fóR dicha frase tiene como sustento la imiabñidadde dar a conocer tales limitantes

en el marco de la brevedad propia de los anmcios publicitarios. E! probiema de las remisiones hacia

fuentes ¡rfbrmaiivas distintas del anuncio examinado., implica cargas para el consumidor al verse

obligado a adoptar medios distintos a la publicidad original para poder obtener parte de la irfbrfnación

relevante para la oferta; debiendo considerarse adem.ás lafactibüidad de acceso, a la misma por parte

de los. consumidores de acuerdo ai segmento de mercado al que pertenecen.

Respecto da dicha resolución, la SG.A confirmó la legalidad de la misma mediante resoluci.on 274-

2009 de fecha 14/11/2012, en la que además sostuvo: que un aíiimeio publicitario debe poseer la

i.n.lbrmación necesaria para que los consumidoras no tengan que recurrir a otra clase d.a medios para

complementar la in.fonBación inicial, por lo tanto al. tener que recurrir a esta, acción signi.fica que se ha

omitido iníbrma..r de una manera clara y adecuada, a. lo ofertad.o por el proveedor, por los argumentos

expuestos es que esta Sala considera que la conducta por la actora es atentatoria al derecho de ser

debidame.o.te ÍD.formad.D el consumidoric

2 En relación al precio total o los elementos que lo hagan deteminable, conlleva a que debe estar

io suficientemente clara la cantidad que el consumidor pagará por la prestación de un servicio o ia

adquisición de un producto, máxime en. aquellos casos en que se da la fecilidad de pago a plazos, pero

donde únicamente se determinan las cuotas que se deberán can.cela:r, más no se indica el tiempo ni el.

valor total que los consumidores sufragarán . Lo anterior, supondría ima desventaja infomiaiiva. para el

co.nsymidor, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de consumo, Configurá.nd.ose, en

sentido material, un incumplimiento del. proveedor respecto a asta exigencia. ,
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Ahora, eo la práctica también se utiliza la modaíidad de promocióO: y oferta estableciendo
porcentaies de descuentos, dicho elemento hace detenninable el valor que et consumidor pagará por un
bien o prestación de servicio; por consiguiente, no implicaría ima inobservancia a este requisito.

J. En io que respecta a la vigencia, esta exigencia es prácticamente- la esencia de estas propuestas

de contratación, pues significa que ei proveedor ofrece una ventaja extraordinaria al consumidor, la cual
podrá ser gozada en un período de tiempo específicamente determinado o que puede ser detemimable.

En ese orden, en la práctica, para establecer la vigencia de una promoción se han distinguido

básicamente dos formas --sin perjuicio que puedan vislumbrarse otros, es decir, no es una lista taxativa-

: a) plazo cierto-detenninado-- y b) condicionaate--deteTm:inable--.

a) Se entiende a plazo cierto, cuando se estipula una fecha de inicio y de finalización. Ahora bien,

muchos proyeedores suelen coosígnar sólo una fecha o referirse a un mes, día festivo, período vacacional
o celebración, entre otros; lo cual, devendría en un incuraplimieoto de este requisito. A manera de

ejemplo, las expresiones como: ̂'"Válido hasta el 31 de agosto^ , '"Válido a partir del 1 de septiembre ,
"Válido sólo este mes", "Válido sólo este día", no serían suficientes para tener por cumplida dicha

exigencia, pues en la primera no^ se consigna la fecha de inicio; en la segunda, la de tmaiización; y, en
las últimas dos, no ■tienen ninguna fecha. Se hace énfasis, nuevamente, en que deben tener fecha de
inicio y finalización para que sea conforme a la LPC.

b) Se éntiende vigencia bajo condición, cuando la promoción subsiste mientras no se dé un
supuesto de hecho especí.fico -estipulada en ella que le pone -fm a la misma. Ejempio de lo anterior es
la rn:uy utilizada frase: "Hasta agotar existencias". No obstante, esta última -forma debe ajustarse a los
requisitos y principios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

Sin perjuicio de lo anterior, éste Tribunal tiene a bien aludir a lo que se ha dicho en derecho
comparado'. Al respecto, en la resolución de fecha 15/03/2006, en el caso identi-ficado como N" 044-
20()6/CCD del 'MDECOPl (Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la
Propiedad Intelectual),; el Institüto indicó que-si bien Ripiey incluyó una duración para la promoción
anunciada ésta fue co-ndiciónada al agotamiento de mía cantidad de unidades dispo-iiibtes que se
encontraba indeterminada luego de un análisis integral y superficial del arwiicio cuestionado. En
consecuene-ia., sé observó quej ante la percepción ■ del ctmsamidnr, la duración para la promoción
anunciada no se encontraba planteada con la claridad que exige-el principio de veracidad, á
efectos de 'que los coiisuinMOres pudieran acceder a información relevante -y necesaria para
adoptar una decisión deconsunio adecuadamente meditada y, en consecuencia, satisfactoria a sus
intereses.

Por corisiguieate, estipular la vigencia de una promoeión a través de -frases como "hasta agotar
existencias" es un elemento que, por sí mismo-, genera confusión a ios consumidores que quieran gozar

11



de aquélla (por la ambigüedad en 1.a información), aun estando junto a ima fecha de finaü/acion pues

su uso puede llegar a iuvalldar tal fecha™. Así, por ejemplo, existe la. posibilidad de que un consumidor

quiera txacer valer una promoción y no pueda, porque el o los productos ya m se encuentran dispoBiblas

y, por ende, dejaría de estar vigente.

De allí que., para estos casos, se vuelve necesario acom.pao.ar esta íiase con oíros elementos

mfomiativos más precisos que hagan previsible la finalización de la p.romoG!Ón; y., sobre todo, que sean

claros y concretos, con posibilidad de conipreiisión dilecta, tal com.D se colige de lo señalado en los

artículos ,16 letra a) en relación ai artículo 30 ambos de la LPC.

.  .En so.m.a, la ambigüedad m la eo,rrecta determinación de la vigenci.a de la promoción ofrecida al

consumidor, podría ser capaz de defraudar las expectativas razonables que este ultimo tiene-respecto del

período ofrecido, puesto que la correcta delimitación del período en el que se puede optar ai bcneíicio

promocional coadyuva a la toma de decisiones, de consumo y garantiza sii derecho a la informacién.

C Con basa en los elementos probatorios previamente señalados y en virtud de h presMMcióñ de

ceriezM que goza el acta de inspección de la Defensoría del Consumidor, asi como de los documentos

que fonnaii parte de la misma (en. el. caso concreto, ks impresiones de fotografías de los elementos

public.itarios que se identificaron en el estabiecimiento, folios 3 a 5), este Tribunal astableca que existe

prueba suficiente para deteiiiiinar que la proveedora denunciada, incumplió la obligación regulada en el

artículo 30 de la I.PC: ''Cuando se iraiare de prúmociones y aprías especiales de bienes o servicios,

Im comercianies estarán obUgados a mfbrmar al comumídor Im condiciones, el precio- total o los

elementas que lo hagan deiermínaMe, la duración de ¡as mismas,, por ctudqmer medio de publicidad ú

medíante avisos o carteles fyados en lugares visibles del establecimieniú o etiquetas adheridas a los

bienes'^ (ÓJ 'Ó por cuanto la. proveedora reali.zó una promoción sin brindar la iiifonnación mínima

requerida, es decir, incumplió la obligación establecida en. la. referida disposición, lega! al no dar a

€:C>.iince.r a. los eoii.$ii.ii[i.ido.res el períncin de ¥igeii.c.l:a de .la. múmim^ ya que éste no esínba detallacio ea

.la m.is.iaa publicación de la. promoción n.i dentro del estableciinleiito.

En conclusión, ta referida omisión, pudiera inducir a error a tos consumidores en. cuanto a la toma

de sus decisiones de consumo,. pa;rticu.larmente, respecto a la expectativa del benefí.cio ofrecido por la.

promoción.

Te.nieodo en cuenta lo expuesto, anteriomiente, sobre, la base de los hechos probados con los

dociimeotos agregados de fs. 3 a 5, ,se concluye que la proveedora, efectivamante., realizó la promoción

u oferta, especial de bienes, en contravención a lo dispuesto en la LPC . Lo anterior, configura la conducta

ilícita establacida en el artículo 43 letra n) de la ILC.

.Ahora'bien, astab.lecida la conducta ilícita, as importante .hacer feforencía al tema, de culpabilidad.,

asi:
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]  É'i principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 Cti, que prescribe: <4t]o"da persona a
I quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabiiMad coiilbrme a ia
I ley y en juicio publico, en el que se le aseguren todas las garantías necesarias para su defensa»,
dispc itión que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino además en el administrativo sancionador
istnicncia de inc. 3-92 Ac, 6-92 de la Sala de lo Constitucional, doce horas del diecisiete de diciembre

di. nal n mecientes noveata y dos).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que «[e,]l príneápio de culpabilidad en esta materia supone el

destierro de las diversas fo.mr,as de responsabilidad objetiva, y rescata ia operatividad de dolo y la culpa

como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de-una responsabilidad personal
por hechos propios, y de fbiina correlativa un deber procesal de la Administración de evidenciar este
aspecto subjetivo sin tener que utilizar pTesunciones legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda
la posibilidad de una aplicación automática de las saeeioaes úaicamente en razón del resultado
producido» (se-otencia de Inc, 18- 20G8 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte minutos de!
veintinueve de abril de dos mil trece).

Cabe destacar que una de la subcategorias o eorolarios del principio de culpabilidad, es la
responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina
administrativa sancionadora. Este principio implica que ía sanción únicamente puede recaer a quien en

forma dolosa o eulposa ha partiGipado en los hechos-que configuran una acción íiicita; así lo expone

Nieto ai referir que «[e] 1 gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellas [peisondsj
que han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción. Por lo tanto,
no es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo pei-sónai con el actor o la simple
titularidad de la cosa o- actividad en cuyo marco se produce la irifiacción. La exigencia de

individualización de la sanción supone un veto a la responsabiiidad objetíva» prieto,-Alejandró,

Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reforaiada, Madrid. Editorial Tecnos,

p. 329.2011]. En este orden, conforme ai principio de culpabilidad solamente responde el aíimmístrado
I por sus actos propíos, de este modo, se repele la posibilidad de construir una responsabiiidad objetis a o
basada en la simple reiación'causal indepehdieníe de la voluntad del autor. En congruencia con lo
expuesto, en el Derecho Adnimistrátivo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de
ta! suerte qué e! elemento indispensable para sancionar un actuar, es la detenitinación de lá
responsaMlidad- ■subjetiva. (Sentencia emitida en el proceso. 90-20 i 4 por la SAl,A DE LO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA CORTE SBEREMA DI JÜS11CIÁ, a las catorce horas

cincuenta y uno minutos del véinticuatro de octubre dé dos mil diecinueve.
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En relación con el lema de la responsabilidad subjetiva de ía proveedora denunciada, este Tribunal

considera: necesario analizar si la misma lia obrado dolosa o cuando menos culposamaníe; es decir, que

la transgresión, a la norma haya sido querida o se deba a impmdencia o negligencia. Por tanto, la

existencia de un nexo de culpabilidad eonsfcíituye una condición para 1.a configuración de la conducta

sanciooable.

Ahora bien, en el presente procedimiento^ no hay elementos suficientes como para determinar que

tal omisión haya sido producida de manera dolosa. No obstante., a partir de los hechos probados y las

circunstancias en que se dieron . los mismos, ha quedado establecido el com.etiinieiito de la infracción de

.maocra culposa por parte de la proveedora, pues ha existido un déficit de organización, de modo que su

conducta es reprochable cuando n.o se toman, las medidas suficienles para impedir que se cometa la

infracción. En, otras palabras, la proveedora Álmapa, S.A. da CTV-, oo acreditó una correcta organización

a efectos de impedir la concurrencia del ilícito.

V:íI. :PARÁM;ETR0S PAÍL4 la D:ETERIVfINACIÓN BE LA SANCIÓM

Com.o se expuso en los acápites precedentes, se estableció la. eomisión de la infracción grave

contenida en el articulo 43 letra n) de la I,.PC, lo cual se sanciona 000. multa hasta de doscientos salarios

míniiBOS mensuales urbanos en la. industria (artículo 46 .L.PC); por consiguiente, es facultad de este

Tribunal detenninar la sanción y cuantificar la multa que correspo.iida, a la luz de los parámetros

establecidos en. la LPC, :su reglam.eiito y la jiirisprucíencia aplicable.

.As.í, el artículo 49 de la LPC establece los criterios para la detcrro.inaeión de la to.ulía, siendo estos:

ta.mañ.o de la empresa, el impacto en los derechos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado o

grado de afectación a la vida, salud, integridad o patri.mo:nio de los consumidores, el grado de

intencioiiaiidad del. infractor, el grado de participación en ta acción li 0:m¡.sión, cobro indebido realizado

y las circunstancias en que ésta se co:m.eta, la remcidencia o incyínp.l.imieuto reitemdo, según sea el caso.>

A continuación, se.ooncretará cada uno de ellos, en lo aplicable a.l presente caso:

íl Tmnam de la empresm

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en

su articulo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la s{guiao.te manera: ''Miarúempresa: Persona

naíurai ü Jurídica que opera en los diversos seeiores de ¡a economía, a través de una unidad económica

con im nivel de venías brutas anuales hasta 482 salarios mmímos mensuales de mayor cumííay hasta

10 trabajadores. Peqtmña Empresa: Persona naiitral o Jurídica que apera en los diversos sectores de

la economía, a través de ma unidad económica can un nivel de ventas brutas anuales mayores a 482 y

hasta 4,817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y con un máximo de 50 trabajadores

A partir del análisis de los- documentos que co:nstan en. el expediente administratívo, .00 as posible

eocajar a la p:roveedora \lnupa, S.A. de C.sV.., en ninguna de las categorías antes citadas, por no contar
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este Tribunal con la docümeiitaeión finaiicíera requerida para efectuar dicho cálculo, pese a haberse

solicitado con anterioridad según consta en la resolución, de inicio del procedimicflto sancionatorio de

mérito (folios 6 y 7). Es decir, en el presente proeediniiento administrativo saiicionador la proveedora

infractora ha mostrado una conducta procesal que evidencia el incampllmiento de su deber a prestar la

colaboración que le es requerida para el buen desarrollo de los procedimientos (art. 17 níanero 5 de la

LPA), por haber omitido presentar la información solicitada por esta autoridad sancionadora, a efectos

de establecer la capacidad económica que tiene para asumir la multa.

'No obsfeinte lo anterior, cabe mencionar, que este Tribunal ha tenido acceso a información de

carácter púbíieo de! Ministerio de Hacienda, D.írección General de liupiiestos internos, en la que la

proveedora denuBclada se encueíitra clasificada como gran contobuyenté, por lo que para los efectos

de la cuantificac:ló.n de la multa así será considerada.

k Grado de íntemionaUdad del Infiactor,

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto .ha. obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es dectir, que la transgresión a la norma haj^a sido querida o se deba a

iroprud.encia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia d.e un nexo de culpabilidad eoiistituye una

condición para la configuración de la conducta sancionable.

Así, en reiteradas oeásiones este Tribunal.ha establecido a ti*avés de sus resoluciones, conforme a lo

dispuesto en el artículo 40 inciso segundo-de la LPC, que las infracciones administrativas son

sancionabíes aún a título de simple riegligeneiá o descuido. En ese orden, del análisis de los hechos y

documentación agregada al expediente, este Tribunal determinó una actuación mgligente por parte de

la proveedora, pues como propietaria de! establecimiento, es la prineipa! responsable de adoptar las

medidas necesarias a efecto de dar europlimiento a las obligaeiones que impone la ley de la materia,

como es la de realizar promociones y ofertas que cumplan con los parámetros legalmente establecidos,

esto es, que espécifiquea las condieiones, precio y vigencia de las misma.s.

En el presente naso, se configura plenamente uáa conducta por parte de la proveedora,

por .no dar a conocer a los GonsumidoTes la vigertcia de la promoción, ya que ésta no estaba detallada eo:

la misma publicación de la promoción ni dentro del establecimiiento. Y es que, como propietaria del

establecimienlo., es la, principal responsable de adoptar las medidas necesarias a efecto de dar^

cumpUmiento a las obligaciones que impone la ley de la materia, como es en el 0a.so de las promoeiories

u ofertas al. expresar de manera clara y oportuna la duración, condiciones y restriccio.nes de las ofertas

o promociones. Por jo que se configura plenamente una conducta negligente por parte de Almapa, S.A.

de C AE, al haber omitidG informar a los consumidores los requisitos antes r.nen;cio.nados, establecidos
en la ley aplicable a las promociones y ofertas.

c. Grado de participación en la aCeién u omisión.
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A partir de un examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de

participación en la infracción de la proveedora, es directa e individual, pues se acreditó que con las

impresiones de fotografias de los elementos publieitarios que se identificaron en el establecimiento,

(folio 5 frente y vuelto), -publicidad realizada por la proveedora denunciada Alnmpa, S A da C.V.- se

cometió la acción prohibida mi el. artículo 30 de la LPC, consistente en realizar promociones sin dar a

conocer a los consumiclores la vigencia de la misma, ya que ésta no estaba detallada en la mistiia

publicación de la pmmoción ni dentro del estableci.rmen.tD, c.itcuiisíancia que pudo habar inducido a

error a los consuniidores. a.l momento de requerirla.

¿ Impacíú m im derecAm éei cmsMmidary maiMra!eg& del perjuicm úcmimado.

El. papel del consum.idor es esencia! para el desarrollo de una econo:m..ia social de mercado. En

efecto, la competencia, no es otra cosa que la pugna entre competidores por captar la preferencia del

mayor numero de consumidores;, razón por la cual, la decisión libre del con.sumi:do.r va a ser determinante

en.el resultado final de esta lucha. No as posible imaginar un sistema económico de este tipo sin. enteoder

que su fígiira central es el consumidor.

Esta fiinción que cumple el consumidor dentro del mercado., por un lado exige al Estado que,

mediante un. rol promotor, genere las condiciones para que los proveedoras brinden al consumidor

información veraz acerca de ios productos y, servicios que ofrecen en el mercado. Por otro lado, los

consumidores., conscientes del papel que cumplan en 1.a ecooom.ía y de la trascendencia del .mismo para

el correcto ñmcionamiento del proceso com.petitivo, deben, tener un comportamiento activo, requiriendo

de los proveedores mayor y mejor m.fe.rrnación,. a fin. de que éstos .mejoren la calidad de sus productos

y/o servicios y, en consecuencia, contribuyae, al desarrollo de los mercados y a la consolidación: de.l

sistema eeonómico.

La obligación da brindar información, veraz se susteoia en. el hecho de que ésta .repercute en una

mayor transparencia en el mercado, lo que a su vez facilita al co:nsii:mido:r la adopción de decísfories de

consumo adecuadas a sus intereses, generando de este modo una mayor competencia e.iitre los agentes

económicos.

Por otra parte, en el mercado, los agentes económicos cuentaB con una herramienta principal a

través de 1.a cual informan a los consum.idores sobre la existencia de sus- bienes y/o sus servicios. .Ella es

la actividad publicitaria, la m.í.sm.a que consiste en dar a conocer sus ofertas y pe.rsiiad.ir a los

consum.idores para que contraten las mismas. Sin peijuicio de lo anterior, la. actividad publicitaria

igualmente resulta ser una he-rramieota para reducir la asimetría informativa existente entre los

consumidores y los proveedores de bienes y/o servicios, dado que procura que los dastinatarios de la

publicidad tomen sus decisiones de consumo basados en la satisfacción de sus necesidades y/o el ajuste

a sus intereses.
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De este modo, a través cíe ¡a publicidad comercial se informa al público en general, de la existencia

de un deterni-inado producto o servicio, lo que ayuda a reducir ios costos de traiisaceión de acceder a

información en que deben incurrir los consumidores para adquirir y contratar bienes y servicios. La

publicidad comercial conlleva una finalidad persuasiva que es la de atraer clientela mediante la

presentación de las características favorables y ventajas de ios productos o servicios ofrecidos o la

exaltación de sentimientos en el consumidor que puedan: ser vinculados con aquello que se ofrece.

Finalmente, al ser la publieidad comercial parte Integrante de la actiyidad empresarial, es un mecanismo

típico de competencia, pues constituye una de las herfamie:ntas que dispoioen los oferentes para desviar

la clientela hacia sus productos o servicios, y asi incrementar su participación y poder ea el mercado y,

consecuentemente, sus ganancias. De acuerdo a lo anterior, la pubiicidád co;fnerciál Fcrsulta ser un

elemento esencial para que el si.stema económico ftmcione adecuadamente. Es por ello qtic las

afirmacio:nes que se consignen en cada ano de los elementos publicitarios necesitan ser veraces.

Ein el caso concreto, es pertinente'seimlar que la conilguraciÓQ: de la infracción administrativa

relativa a realizar promociones u ofertas especiales de bienes y servicios,' en contravención a lo dispuesto

en la LPC —artículo 43 letra n) de la l.,PC traesgrede el derecho de los consumidores a recibir del

proveedor la mfortnacíón completa, precisa, veraz, clara y oportuna que detertnine las caracterfsticas de

los productos y servicios a adquirir, >■ si bien no se ha probado la configuración de un daño concreto a
una persona en particular, éste 'rribuna! reafinna que la accicn que define hi infracción consiste en
realizar promociones u ofertas especíales sin. la mfortnación mínim i le.,almente establecida en relació:n
con el producto o servicio que se intentaba vender y esto es capaz dé ocasionar un perjuicio en el
colectivo d© consunitdi, re i quienes iba d:iidgida la promoción exátoiriadai

La infracción kiniim-ítr itíva atribuida a la parte aetora es la realización de promocionei o ofertas
especiales en cóntravencióii a. lo dispuesto en la LPG. Tal como se señaló supra^ a pártir del aruculo 30
de la LPC la proveedo:ra .esta obligada a :in:form.ar al consumidor las co{idicio,nes, el precio total o los
elementos que lo hagan deiermíiiable, ía duración de las niisi.n.'as, por cua!quie;r medio de- publicidad o.
mediante: avisos o carteles lijados en lugares visibles del establecitnrento o etiquetas adheridas-a'los
bienes. ' >

Conforme con la delimitación típica realizada, la imposición d.©- lá multa respectiva obedece a la.
constatación de la falta de la información mmima requerida por la ley para, la reatizacUón de la promociÓB
u oferta especial, es decir, basta con advertir que se ineumple alguna de las condiciones eseflcialeS'
exígidás por el art. 30 LPG. : .

E.a consecuencia,'resulta indiferente comprobar si se ha causado ün perjuicio co.ncretQ, a la es:ferk'
"1 - . .. ■ ■■ / ■ '

I ̂jurídica de los desiinaiariob de !a promocioii, ya que el solo hecho de constatar la (valla de iidoniiaci^ai
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completa > \'eraz sobre la promoción cansa un perjuicio potencial capaz de inducir a eiTor o confusión

sobre el contenido de la promoción ofrecida al público.

En este pueto, debe recordarse que la Sala de lo Contencioso .Admmisírativo, en su j urisprudencia,

ha afirmado que el legislador, atendiendo al. bien jurídico a proteger, puede clasificar las co.nducta:s en

infraociooes de lesión e {.Efiracciones de peligro (concreto y abstracto). .La ubicación de ,la infimcción en

cada elasificación dependerá de la descripción típica que haga el legislador.

Así, las infracciones de lesión exigen demostrar la .lesión efectiva al b.ien jiirídico tutelado; tas de

peligro concreto constituyen supuestos en los cuales se exige el peligro efectivo sufrido por una perso.na

en específico; en las de peligro abstracto el legislador, atendieiuio a la experienc.ía, advierte una

peli.grosidad genera] de la acción típica para un detcnj0.i.:oado bien j urídico, a partir de una valoración

probabilística, por lo que con. la tipifícación se dispone adelantar la barrera de protección sancionando

el accionar, sin esperar la realización de un peligro concreto de una persona determinada o de la lesión

e.feci;iva.

E.O. congruencia con ello, se advierte que la infracción administrativa relativa a .realizar promociones

u ofertas especiales en contravención a los dispuesto en la L.PC] -articulo 4.3 letra n) de la LPO po.ne en

peligro, de forma abstracta, los bienes jurídicos de ios consuoiidores, sin. que sea necesaria una

a.fectación. concreta; este criterio se sustenta en. la naturaleza asimétrica del derecho de consuino y.,

precisamen.te, en la asimetría informativa que los consumidores padecen (Sentencia emitida el

08/01/2016, emitida en el proceso contencioso adm.imistrativo de referencia 344-2010).

En este orden de ideas, y tomando en cuenta la j urisprudencia antes referida, se puede, afirmar que

para i.mponer la sanción respectiva en, al presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no es

necesario comprobar ni justificar ima afectación oonereta y material en. la es.fera de los consumidores,

derivada de ia realización de la promoción u oferta especial; (b) ni qne existan, denuncias de personas

que hubiesen, contratado los bienes o servicios ofertados por medio de la pramocíón. .As!, la iñfracción

adminíslratíva sancionada por el Tribunal Sancionador es una ir^acción de peligro abstracto: basta

constatar la mera realización de la promoción sin cumplir con las condiciones, mínimas requeridas

legalmente para generar el riesgo de que los consumidores comidieren que se esta ofreciendo un

producto o servicio con caracierísticas ventajas o beneficios que en realidad no posee, durante un

periodo que no corresponde y quitándoles la posibilidad de determinar el precio de lo ofrecido, impacto

o afectación abstracta de los derechos del consumidor que implica la puesta en peligro de los bienes

Jurídicos protegidos por la LPC-.

En ese orden, es pertinente señalar que la iofracción administrativa relativa a realizar proinocioees

y ofertas especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en la. LPC, en relación a

cumplir con tos requisitos establecidos en el articulo 30 da la LPCb aun cuando no se malerialice algún
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tipo de peijuicio a los consumidores, se configura con la sola inobservancia de la norma imperativa de

consumo al acreditarse la omisión de los criterios legalmente establecidos en la promoción de venta

sometida a estudio.

En el presente caso, este Tribunal estima que la falta de la información en relación a la vigencia de

I  la promoción analizada, es capaz de generar error en los consumidores por haberse constatado la omisión

I del contenido mínimo relevante para acceder a la misma.

e. Cobro indebido realizado, ¡as circunstancias en que esta se comete y el beneficio que obtiene :

el infractor.

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de lo Constitucional en la sentencia de ,

inconstitucionalidad de ref, 109-2013 de fecha 14 de enero de 2016, en la que señala que uno de los

factores de dosimetría punitiva es: "(...) el beneficio que, .si ocaso, obtiene el infractor con el hecho".

\ Conforme a ello, deberíamos tener en cuenta el volumen de ingresos de la infractora por la

j comercialización de los productos o servicios promocionados, esto constituiría el beneficio ilícito
i obtenido por el infractor.

Así, para el caso que nos ocupa, la información relativa a la vigencia de la promoción, no era dada

; a conocer a los consumidores por la proveedora, acreditándose el incumplimiento del deber de informar

al público consumidor toda la información relevante de la.s promociones, por medio de una tbmia idónea

según lo estipula la LPC.

Por lo que este Tribunal procederá a imponer una multa partiendo del supuesto que las promociones

^ se diseñan y efectúan con el objeto de genentr ganancias (promoción de ventas, en términos precisos,

i tal como se desarrolló en el romano VI, letra B), es decir, es un hecho notorio que a las empresas las
i  j
define el ánimo de lucro y que las promociones buscan generar ganancias, por lo cual se tendrá por I

acreditado el e.Ktremo relativo a que la proveedora efectivamente obtuvo un beneficio con la premoción

examinada, aspecto que será tomado en consideración para la detenninación de la sanción.

f. Finalidad inmediata o mediata perseguida con la imposición de la sanción.

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la infractora Almapa, S.A. de C.V., i

quien ha cometido la infracción descrita en el artículo 43 letra n) de la LPC, con el fin de evitar futuras I
conductas prohibidas en detrimento de los consumidores y que adopte las medidas necesarias a efecto ;

de dar cumplimiento a las obligaciones que le impone la LPC.

Además, es menester señalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción - multa - busca

prevenir futuros incumplimientos a la LPC como el que nos ocupa, máxime cuando todo proveedor de

bienes y servicios se encuentra en la obligación de realizar promociones u ofertas especiales de

conformidad con lo dispuesto en la LPC, es decir, la multa a imponer bu.sca potenciar el cumplimiento j
!

de las obligaciones de información que tiene todo proveedor, las cuales implican la realización de las i
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proraocíoBes con las que pretende incrementar sus ventas bajo los parámetros legales es decir, con el tui
de sal vaguardar ei interés general de los coosumidores.

En tal sentido, habiéndose verificado que la infractora es una persona jurídica, que ha sido
catalogada como gran contribiiyente, que pretendía obtener ganancias a partir de la realización de una
proatoción que no cumplía los parámeb-os legalmente estableeidos, pero considerando la ioiposibiiidad
para establecer a cuánto ascienden las utilidades, generadas como consecuencia directa del aludido
incumplimiento, y en vista que para la configuración de la i.n.fraccióa no se requiere la co,tnprobacioii de
un daño o afectación concreta en un p:aticular, sino que basta con la sola constatación del
incumpiimiento de la relacionada obligación legal, resulta razonable la imposición de una sanción
propoTciooal a la sola verifícacióii. de aludido quebraoíamieiito.

Eñ coiiseciienoia, este Tribunal considera qu.e en e.l presente procadim.ieBto adraiaistrativo

sa:o.cioo.adDr resolta pertiomte fijar una multa proporeiona! a la inobseí-vaiicía de lo previsto en los
artículos 16 letra a) y 30 ambos de la LPC por parte de ima persona jurídica, pues no sa ha podido
determinar a cuánto asciandan las ganancias obtenidas por la proveedora como consecuencia dii acta de

la impiementación de la promoción sirjeta a estudio, pato sí se ha logrado ac.reditar el iBCumplimianto a
una de sus obligaciones legales

"VÍIL DETER^1I^ Ai 10\ D.E LA LNfEaCCÍON Y CÍvANfÍFÍCAClÓÑ Í)E LÁ

"  ■ HAe ■lYEmaTer^Tde ia sarmeritica -articulo 146 inc. 4'^ de"la lPC-}' habiendo considerado los"
eiemeivtos del artículo 49 de la LPC, procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a la infractora
Álmapa, S.A. de C.V., pues se ha determinado que ésta brindaba a los consumidores una intormacion
incompleta que no se ajustaba a tos parámetros legalmente establecidos, pues omitía dar a conocer a los
consumidores la vigencia de la promoción.

Por coosiguiente, y conforme al análisis antes expuesto, considerando ios principios de disuasión,
proporcionalidad y razonabilidad que deben sustentar la imposición de la sanción, y de coníormidad con
lo regulado en el artículo 139 número 7 de la LPA este Tribunal Sancianador ha decidido imponer a ta
proveedo,ra una multa dentro del margen, estipulado por ley como con.seciiencia para la comisión de las
infracciones d.e tal gravedad -hasta doscientos salarios míniinos mensuales urbanos en la industria según
el artículo 46 de la LPC-'.

En tai sentido, habiendo concluido que la infracción cometida es equiparable a. una inlfacción grave,
k cual es sancionable con multa de 200 salarios mínimos urbanos del .sector industria, conforme ai
artículo 46 de la LPC; que la proveedora'.es una personajurídica cuya capacidad económica, para efectos
de este procediroientQ, es la de un gran contribuyente, según el análisis reaiizadó en el romano V i!, de.
la-presente resolución; que en "razón del. grado de míencionalidad de la conducta cometida por la
proveedora, no-se acreditó el dolo sincr negligencia; que ésta iiicampiió con la obligación de realizai:
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promocioo.es con ios requisitos mínimos establecidos por ley; y que el daño o efecto causado en los

consumidores con dicha conducta .fiie de carácter potenciaL es decir., qtie para la configuración de 1.a

iíifracción 00 se requiere la co.mproba:C.¡ón de un daño o afectación concreta en un particular, si.no que

basta, con la constatación del Í!iOumplim:iento da la relacionada ob-ligacíéo. legal; .resulta, razonable la

imposición de una sanción proporcional a la. sola verificación: de ios aludidos quebrantamientos.

Por tan.to, a la proveedora Almapa^ S..A de CÍ.VA se le impone una multa de OCPÍÜ .M.Í.L

SETECIENTOS SES:ENTA DÓ:LAKES de los estados üMDOS D;E. AMÉ.RICA ($8,760.00),

eqUnivalentes a veinticuatro salarios minimos mensuales urbanos en ta .industria, por .la comisión da la

íiifracción regulada e:n el artículo 43 letra n) de la I..PC^ por realizar proiri.ocio:nes u Dte:rtas especiales de

bienes y servicios, según, se ha establee:i.do en el presente procedimiento administrativo.

Dicho lo a:n.terior, es menester señalar que !a multa impuesta represe;o.ta el 12% dentro del margen

máximo estipulacio por ley como con.secue:ncia de. la coinisión de tal ;¡n.,fi^acción -doscieiitos salarios

mínimos .meosiiales urbanos en la industria™-, s::i:endo ajuicio de este l'ribiinafi proporcional a. la gravedad

que comportan los hechos d.eiiunciados según las. mcrnmnmm obpÚYm y subj^m previamente

analizadas. ■

ÍX. DECISIÓN

tanto, sobre ¡a base cíe lo anteriormente expuesto y con fundamento en los an.iculos I L 14. \i)l

inciso 2^ de la Constitución de la República:; artículos 4 letra c), 16 letra a), .2/ inciso .fe, 40 inciso

43 letra n), 46, 49; 83 letra b), 144 y siguientes de la LPC; artículos, 106 inciso 3'; 112, 139 y 154

de la LPÁ; y 6.3 del Reglamento de la LPC, este Tr:ibunal íüESÚ.E.L'V.E:

^ Téngme por agregado d mormñmiñáQpm ú IkmdMo ' -

calidad de apoderado de la sociedad Almapa, S.Ar dé así como: la doeiimentacióii que consta^

agregada, de fs. 18 a 23/

b) al líce:o,clado en oalidad de apoderado de.

la sociedad .Alm.apa, S..:Á. de CA. ■ '

c) Téñgcis6 pot cüñt€siúdci la audiencia conferida a la próveedo:ra .A.i.:uiapa, S..A» de e.n. los.
términos relacionados en la prese:nte :r6so.lució:ú.

€) Súncíómse a la proveedora .Alm:apm S.A.. de CiV..; con k cant:ídad de OCHO MIL.

SETECIENTOS SESENTA DÓLAR,ES DE LOS ESTADOS TIMIDOS DE .AMÉRICA (,S8.760.00L

equivalientes a veinticuatro salarios mínimos metisu iles urbanos en la industria —D.E. M" 10 del
07/0 "'(SM, publicado en el D.O.. N°,:i29, tomo 4 dd O" 07/2021-.- en concepto de nroita por la
cosHÍsión de la itifracción regulada en el artículo 43 letra ti) de la LPC, por realizar proin.ocione.s que .mo

! se aju-staban a los criterios legalmente establecidos, eoftforme ai análisis expuesto en el romano VITáe
"7 la presente resolución y con fundamento en las disposiciones lega.1es precitadas. .
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Dicha multa debe hacerse efectiva en Ía~Direc.ción General de Tesorería dei Ministerio de Hacienda,

dentrn ée Im dle^ áím hábiles sigEieiiles al de la notífieaeióii de esta resoliieiéii, debieodo

comprobar a este Tribueal sii cumplimieíito dentro del plazo indicado: caso contrario, la Secretaría de

este Tribueai eertificará la presente resotaeióii parm ser remitida a la Fisealía General de la

Repóblica para sii e|ecii.dóii fañosa.

e) Tómese nota de! lugar y medios electrónicos señalados por el apoderado de la proveedora para

recibir :aotíficadoB.es, asi como de las personas com-isionadas para tal efecto.

í) Hágase del conocimienío de los mtervinienies que, cñ cumplimiento al artículo 104 de la LPA, ta

presente resolución, al. ser emitida en un procedimiento simplificado., iio admite recurso de

reconsideración, de confb.rmid.ad con lo expuesto en el artículo 158 .5 de la LFA.

g) Ordénese a la Secretaría de este IjibtmuT realizar ¡as notificaciones en los medios electrónicos,

o en sy. defecto en los .medios físicos que se encuentren señalados en el expediente administrativo.^

José Leoisick Castro

.  Presiclanta

a Meléndez

SecratmcvM 'f rrounal í ir

i Carlos Rainlrez Cienñiégos
Segundo vocal i

FEO.NÜNCIÁDO POR LOS.«.EMBROS Dlt TRIEUMAL S.4.MCIC|NAÍ)0E P1 LA DEFENSORÍA
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